17
	               República de Colombia

                       Rama Judicial

                          [image: image2.png]



CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA
SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

	M.P. JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

Radicación No. 250001102000201200011 01  / 2250 T

Referencia:  Impugnación Fallo de Tutela

Sala Dual de Decisión No. 1




REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL

[image: image1.png]



CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA
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Aprobado según Acta No 22  de la misma fecha.

ASUNTO

Procede la Sala Dual de Decisión N°1 Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, integrada por los Magistrados JOSÉ  OVIDIO CLAROS POLANCO y JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ a decidir la impugnación interpuesta por el apoderado Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, contra la providencia de fecha 31 de enero de 2012, en virtud de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, con ponencia del Magistrado ERNESTO FAJARDO CASTRO, en Sala con la Magistrada ADA CONSUELO VELÁSQUEZ ECHAVARRIA, dispuso TUTELAR los derechos fundamentales reconocidos a la población en situación de desplazamiento al señor LUIS HERNANDO SÁNCHEZ ORTEGA. 
ANTECEDENTES

El a quo presenta los hechos de la siguiente manera:

“1. Señaló el libelista que es desplazado del Municipio de Anserma (Caldas) y que su desplazamiento se debió a causa de la violencia social y política, debido a que la guerrilla quería reclutarlo en sus filas, razón por la cual debió huir de su domicilio.

2. Indicó que llegó a Bogotá el 11 de abril de 2011 y declaró ante la Defensoría del Pueblo de Bogotá y no fue inscrito ni él ni su grupo familiar en el RUPD, decisión contenida en la resolución No. 201111001001777 del 30 de mayo de 2011.

3. En virtud de lo anterior, solicitó revocatoria directa, la cual fue resuelta negativamente  mediante resolución No. 20111100T001777RD del 17 de octubre de  2011,  en  donde  se  esgrime  que  no  existen  razones  objetivas  para  su desplazamiento. 

4. Finalmente indicó que es padre cabeza de familia y según la Ley 1232 de 2010 merece una atención especial”.

PRETENSIÓN.
La presenta el accionante como sigue:

"Le solicito de manera respetuosa HONORABLES MAGISTRADOS DEL CONSEJO SECCIONAL DE CUNDINAMARCA, ampararme los derechos fundamentales al DEBIDOS PROCESO, A LA DIGNIDAD, A LA IGUALDAD, A QUE SE ME DEN LAS AYUDAS HUMANITARIAS, y ordene a ACCIÓN SOCIAL dentro de las 48 hora siguientes al fallo de tutela, se me inscriba en el REGISTRO ÚNICO DE POBLACIÓN DESPLAZADA Y SE ME ENTREGUEN LAS AYUDAS HUMANITARIAS A LAS QUE TENGO DERECHO COMO DESPLAZADO Y MADRE CABEZA DE FAMILIA, (síc para lo trascrito)"
A su escrito de Tutela, el demandante anexó los siguientes documentos:
- Copia de la cédula de ciudadanía.

- Fotocopia de las resoluciones proferidas por acción social, mediante las cuales se le negó al accionante la inscripción en el RUPD.

-Registros Civiles de Nacimiento de sus 4 hijos.
2. Mediante auto calendado el 18 de enero de 2012, se avocó el conocimiento y se dispuso admitir la demanda de tutela y notificar su admisión a las accionadas e intervinientes. (FI.6-7)
3. Respuesta de las Accionadas.

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
La doctora LINDA CONSTANZA FORERO RUIZ en su condición de apoderada de la entidad arriba reseñada, dio contestación al recurso de amparo donde solicitó se excluyera a la Presidencia de la República de los efectos de fallo cualquiera que sea la decisión, esto, teniendo en cuenta que carece de competencia en la atención a la población desplazada y no tiene a cargo el reconocimiento, pago o suministro de la ayuda reclamada o la satisfacción de las necesidades de ese grupo poblacional.
Como argumentos de lo anterior, esgrimió que la Presidencia de la República es un Departamento Administrativo que forma parte del sector central de la administración pública del orden central de la administración pública del orden nacional, creado mediante el Decreto No. 133 de 1956, convertido en el Decreto 3443 de 2010. Señaló que en lo que respecta al primer Mandatario, este en su calidad de suprema autoridad administrativa se encuentra facultado para desconcentrar algunas de sus funciones tales como las de atención a la población desplazada, para lo cual fue creado el Establecimiento Público del orden nacional denominado "la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional- Acción Social". Ahora bien, indica que se debe tener en cuenta que en virtud del decreto 4155 del 3 de noviembre de 2011 Acción Social se transformó en el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, persona jurídica diferente e independiente del Presidente de la República y del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, que está en capacidad de adquirir derechos y obligaciones y de responder por las que tuvieren origen en un proceso judicial, lo que permite dilucidar que la Presidencia de la República no tiene competencia respecto de los temas de la población desplazada.

En   virtud   de   lo   anterior, se   impone   la   exclusión   del   contradictorio   del  Departamento Administrativo  de la Presidencia de la República, toda vez que la entidad competente para dar cuenta sobre las pretensiones formuladas por la accionante es un organismo estatal con personería jurídica, patrimonio propio, autonomía presupuestal y financiera.

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL-UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS
El doctor Luis Domingo Gómez Maldonado en su condición de apoderado judicial de la Unidad arriba reseñada, dio contestación al recurso de amparo en los siguientes términos:
Como primera medida señaló que es la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, quien en virtud de sus competencias legalmente asignadas es la encargada de adelantar la defensa de
la entidad accionada y acto seguido realizó un recuento de la naturaleza jurídica de la precitada.
Aunado a lo anterior, señaló que la Unidad Territorial Bogotá D.C. adelantó un estudio de los hechos que ocasionaron el desplazamiento de LUIS HERNANDO SÁNCHEZ ORTEGA y determinó que no es viable jurídicamente la inscripción del solicitante y su hogar en el registro único de población desplazada por cuanto la declaración que realizó resultó contraria a la verdad, por lo que a la luz de lo preceptuado en el artículo 11 del Decreto 2569 de 2000 bajo tal circunstancia no se podía efectuar la inscripción.
En virtud de lo aquí expuesto solicitó NEGAR las peticiones incoadas en el escrito de tutela.

DE LA PROVIDENCIA APELADA 

En providencia del 31 de octubre de 2012 la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, con ponencia del Magistrado ERNESTO FAJARDO CASTRO, dispuso TUTELAR los derechos fundamentales reconocidos a la población en situación de desplazamiento al señor LUIS HERNANDO SÁNCHEZ ORTEGA, y en consecuencia, ordenó "a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL- ACCIÓN SOCIAL- Y/O DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL -UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS  que  en  el  plazo  máximo  de   los  diez  (10)  días  siguientes  a  la notificación de esta decisión, proceda a realizar nuevamente el estudio requerido para analizar la viabilidad de incluir al señor LUIS HERNANDO SÁNCHEZ ORTEGA en el Registro Único de Población Desplazada - RUPD-, de acuerdo con los elementos de juicio manifestados por el Despacho, a la luz de los parámetros trazados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, con el fin de determinar la condición de desplazamiento forzado del demandante y decidir definitivamente sobre su inclusión en el RUPD. La decisión que se adopte por parte de la entidad accionada deberá estar debidamente soportada en pruebas practicadas por ella, del cumplimiento de la orden impartida deberá allegarse prueba a esta Sala dentro del mismo plazo concedido en los dos últimos párrafos. 
Y ordena a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL- ACCIÓN SOCIAL- Y/O DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL -UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación de este fallo, y una vez emitido el pronunciamiento sobre la condición de desplazamiento forzado del tutelante y se decidida definitivamente sobre su inclusión en el RUPD, solo en caso afirmativo deberá entregar al demandante la Ayuda Humanitaria de Emergencia (AHE) señalada en el artículo 15 de la Ley 387 de 1997, esto, teniendo en cuenta que no se puede ordenar la entrega de beneficios sin estar legitimado para ello.
Consideró el Seccional de Instancia que: “…se puede observar que la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL - ACCIÓN SOCIAL está facultada para negar la inscripción solicitada por quien falte a la verdad en su declaración, cuando existan circunstancias objetivas que den lugar a establecer que no se dan las circunstancias del artículo 1 ° de la Ley 387 de 1997, y cuando la declaración de los hechos y la solicitud de inscripción se presentan después de un año de ocurrencia de los hechos. Dicha negativa se debe emitir mediante acto administrativo que debe ser notificado al interesado y contra el cual, en caso de inconformidad, proceden los recursos de vía gubernativa para que se revise y se modifique la decisión.

Ahora, la inscripción en el Registro Único de Población Desplazada - RUPD permite la debida identificación de los beneficiarios de las ayudas que el Estado está obligado a brindar a la población desplazada, por ello, el juez puede ocuparse del procedimiento a seguir para la inclusión de una persona en casos, como en el presente en que Acción Social negó la respectiva inclusión, que la declaración del desplazado resultó contraria a la verdad, ante lo cual señala esta Sala que corresponde a esa entidad, respetando el principio de buena fe de los solicitantes al momento de la toma de la declaración, en primer lugar valorar la declaración y, en todo caso, estudiando de manera juiciosa las causas que dieron origen al desplazamiento.

En relación con lo anterior, se cita Jurisprudencia de la Corte Constitucional como la sentencia T-327 de 2001, la cual resalta algunos factores que las autoridades deben tener en cuenta a la hora de tomar una declaración en relación con la inscripción de una persona el Registro Único de Población Desplazada – RUPD, como, en primer lugar, presumirse la buena fe de los peticionarios, no sólo en virtud del artículo 83 de la Carta Política, lo cual conlleva un traslado de la carga de la prueba hacia la dependencia de la Red encargada del registro. En segundo lugar, en caso de duda sobre la veracidad de los hechos declarados, debe favorecerse al desplazado, sin perjuicio de que una vez que se le ha comenzado a brindar asistencia se revise su caso y se tomen las medidas que correspondan. En atención a las consideraciones descritas, se tiene que Acción Social no puede negar la inscripción de una persona en el Registro Único de Población Desplazada - RUPD por el simple hecho de encontrar contradicciones en sus declaraciones. Es decir, al invertirse la carga de la prueba, corresponde a la Administración probar que las declaraciones del peticionario son falsas, de manera que sin tal prueba no puede negar el registro y la entrega de las ayudas.

…reitera esta Sala que el Registro Único de la Población Desplazada no pretende constituir la condición de desplazado, sino reconocerla para efectos de proveer la asistencia humanitaria a que se tiene derecho por ley y que es indispensable para la satisfacción de los derechos esenciales de las personas víctimas del desplazamiento forzado. De allí su carácter fundamental.

De lo expuesto, se ha de resaltar que la buena fe constituye un elemento primordial en los principios que debe conducir la interpretación de las normas acerca del desplazamiento. Es un criterio que debe guiar el actuar de los operadores jurídicos y, asimismo, es un elemento que se ha de tener en cuenta al momento de considerar si existen razones objetivas y fundadas para concluir que de la declaración de quien dice ser desplazado no se deduce el supuesto descrito en el artículo 1° de la Ley 387 de 1997.

En virtud del principio de buena fe, la H. Corte Constitucional ha dicho que prima facie se tiene como ciertas las declaraciones y las pruebas aportadas por el declarante. Así si se considera que la declaración o la prueba son contrarias a la verdad, ello se debe demostrar, invirtiéndose la carga de la prueba y por ende correspondiéndoles a las autoridades probar que la persona no tiene calidad de desplazado. Empero cuando existe solamente la afirmación de la accionante de su calidad de desplazada y ésta se contrapone a las razones de la entidad accionada que justifican la ausencia de dicha situación en la demandante, se hace necesario un elemento de juicio adicional que permita inferir que quien dice ser desplazado por la violencia efectivamente lo es y, así poder trasladar la carga de la prueba a la  entidad demandada en virtud del principio de la buena fe”. 

LA IMPUGNACIÓN 

Dentro del término legal, el apoderado Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Victimas, impugnó la anterior decisión, aduciendo que:

“La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS - ORGANISMO ADSCRITO AL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL ANTES ACCIÓN SOCIAL ha actuado conforme a derecho, y una vez hecho el estudio del caso pudo establecer que no existe duda respecto a la decisión de no inclusión en el Registro Único de Población Desplazada por la Violencia, ya que los hechos ocurridos en el caso concreto no encuadran dentro de los requisitos exigidos por la Ley 387 de 1997.

Con todo, la accionante tuvo a su disposición el trámite legal consagrado en el Código Contencioso Administrativo para debatir la legalidad del Acto Administrativo que decidió su no inclusión en el RUPD, acto que, dicho sea de paso, goza de la presunción de legalidad que el ordenamiento le dispensa y que puede ser objeto de discusión judicial mediante un proceso especial, distinto al de la acción de tutela, como lo es la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. En el mismo sentido, Acción Social, como entidad administrativa del orden nacional, está obligada a darle cumplimiento a la decisión de No Inclusión de la accionante, pues de no hacerlo, comprometería su responsabilidad administrativa al desconocer la ejecutividad y ejecutoríedad propia de tal Acto Administrativo; si la intención de la accionante era la de lograr la reconsideración de la situación de hecho que según su dicho ocasionó su traslado dentro del territorio nacional, debió hacer uso de los recursos de la vía gubernativa cuyo fin persigue que la Entidad considere sus decisiones en sede administrativa, pero no puede pretender hacer uso del mecanismo superior de la Acción de Tutela cuando por parte de la Accionada no se ha evidenciado conducta alguna que atente contra sus derechos fundamentales, por el contrario, ha garantizado el debido proceso administrativo, pues no ha le restringido o negado el uso de los medios de defensa consagradas en el ordenamiento contencioso administrativo”.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

De la competencia.

En virtud de lo dispuesto en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991, la Ley 1474 de 2011 y el Acuerdo N° 075 de 2011, Reglamento Interno de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, artículo 26, esta Sala Dual de Decisión es competente para conocer en segunda instancia de la impugnación interpuesta contra los fallos de tutela proferidos por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales. 

La acción de tutela exige algunos presupuestos de procedibilidad, sin cuya concurrencia no es factible abordar el análisis de fondo del asunto, es así que establece el artículo 86 de la Constitución Política, y ha sido plenamente determinado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que se trata de una garantía de protección directa, inmediata y efectiva de los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos taxativamente señalados en la ley.

Por lo tanto en el caso sub examine es preciso señalar que es la acción de tutela el medio idóneo para que la población desplazada demande la protección de sus derechos fundamentales que presume vulnerados, por el estado de indefensión y las necesidades de apremio que sufre este grupo poblacional. (Sentencia T-098 de 2002. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra) 

El artículo 1º de la Ley 387 de 1997 definió desplazado como toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, debido a que su vida, integridad física, seguridad o libertad personal han sido vulneradas o se encuentren directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos u otras circunstancias generadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren el orden público.

De la misma manera, el artículo 17 de la citada ley ordenó al Gobierno Nacional la promoción de acciones y medidas de mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la población desplazada en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento en otras zonas rurales o urbanas.

Medidas éstas que deben permitir el acceso de la población desplazada a la oferta social del gobierno, en concreto a los programas referentes con: Proyectos productivos, Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, Fomento de la microempresa, Capacitación y organización social, Atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer, la tercera edad y Planes de empleo urbano y rural.    

Descendiendo al caso que ocupa la atención de la Sala, el accionante aseguró haber sido desplazado del Municipio de Anserma (Caldas) debido a que la guerrilla quería reclutarlo en sus filas, razón por la cual debió huir de su domicilio. Así mismo indicó que llegó a la capital y declaró ante la Defensoría del Pueblo de Bogotá pero no fue inscrito ni él ni su grupo familiar en el RUPD, decisión contenida en la resolución No. 201111001001777 del 30 de mayo de 2011. En virtud de lo anterior, solicitó revocatoria directa, la cual fue resuelta negativamente mediante resolución No. 20111100T001777RD de 17 de octubre de  2011, en  donde  se  esgrime  que  no  existen  razones  objetivas  para  su desplazamiento. 
De otra parte, apoyado en la Jurisprudencia Constitucional, el a quo señala en su providencia, favorable al accionante, que en aplicación del principio de la buena fe, en este caso, al considerar la accionada que las pruebas aportadas son contrarias a la verdad, se invierte la carga de la prueba, correspondiendo a la autoridad probar que el actor no tiene la calidad de desplazado, afirmación que comparte plenamente esta Sala.

Sin embargo, al estudiar las pruebas aportadas al infolio, se encuentra, y así lo afirma el actor, que inicialmente su solicitud de inscripción en el Registro Único de Población Desplazada fue negado mediante resolución No. 201111001001777 del 30 de mayo de 2011, decisión que él ataca mediante solicitud de Revocatoria Directa, la cual fue resuelta en Resolución No. 20111100T001777RD de 17 de octubre de  2011. 

Al revisar esta última Resolución, en la parte considerativa se dice lo siguiente: Adentrándose al examen que nos ocupa, la Resolución impugnada determinó “(…) Una vez consultado el Departamento de Policía Caldas, se puede establecer que en el municipio de Ansemia (sic) no presenta alteraciones de orden público por causa de grupos armados al margen de la ley (..). Frente a ello, y dentro de la sustentación escrita del recurso sub exámine el recurrente expuso ciertos considerandos con el propósito de impugnar y contradecir la fuerza demostrativa, la conducencia o la pertinencia de los medios de pruebas, o de debilitar la apreciación y por tanto la fuerza de convicción a la que se llegó sobre ellas.

De cara a lo anterior, la administración se vio obligada a efectuar una investigación más sensata y profunda de reportes sobre alteraciones del Orden Público basados en información de las autoridades militares de la localidad así como al Comandante de la Policía de Caldas, del Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo, y demás bases de datos con que dispone el Estado Colombiano para documentar las alteraciones y dinámicas relativas al Orden Público y al Conflicto Armado, contando para ello con la información del “Observatorio de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario de la Vicepresidencia de la República – producto de estudios e investigación diaria de actividad periodística nacional e internacional, actividad judicial, acciones militares de las Fuerzas Armadas, acciones armadas de los grupos subversivos y de autodefensas, hechos de paz y manifestaciones contra la guerra. Todo lo anterior con el empeño de establecer si bajo las condiciones expuestas las conclusiones impugnadas puedes ser o no sostenibles y amparadas por el derecho.

En la declaración realizada se indicó textualmente: “Fui desplazado el día 07 de abril del 2011 a las 10 am me vine con mis hijos que la guerrilla se las quería llevar a mis hijos  y como me opuse me amenazaron de muerte y me dieron horas para salir o me pelaban (..)” Así mismo en el escrito de impugnación se refirió: “(..) el motivo de mi desplazamiento fue el intento de reclutamiento para trabajar con la guerrilla de la FARC, tengo cuatro (4) hijos y son todos menores de edad(..)”. Luego, de existir alteraciones similares a las descritas en la narrativa de la declaración en la zona urbana del Municipio de Anserma, en el Departamento de Caldas ello significaría que como máxima autoridad local, el acalde y las demás autoridades de la zona deberían estar enterados de las situaciones que lo alteren, tomar las medidas al respecto e informar debidamente las circunstancias presentadas a los órdenes superiores. En ese orden de ideas, si no es de conocimiento público ni de las autoridades la ocurrencia de circunstancias de tiempo, modo y lugar similares en intensidad o magnitud a las descritas por el declarante ni informes precisos sobre la presencia de actores armados afines a los referidos es debido a que estas supuestas manifestaciones criminales no existieron y, por tanto, la información descrita no corresponde al contexto real de la zona y, en dicha medida, poco se puede hacer para ligar estos hechos a las circunstancias de hecho del artículo 1° de la Ley 387 de 1997. 
…Nuestro estudio se centró sobre el amplio catalogo del Observatorio de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario de la Vicepresidencia de la República, concretamente a las bitácoras del mes de abril de 2011, donde no de halló registro alguno sobre alteraciones al orden público relacionadas a las señaladas para la época de los hechos lo cual hará eco en el propósito de mantener la negativa de no incluir en el Registro de Población Desplazada. 

Corolario de lo anterior, se encuentra que la tesis que fundamentan el recurso bajo estudio carecen de la fuerza suficiente para oponerse a la parte considerativa y motiva del acto recurrido, cuando no se atacan con eficiencia, con  argumentos de hecho ni de derecho los motivos expuestos en la decisión por lo que las afirmaciones del mismo se mantendrán incólumes como quiera que las supuestas alteraciones del orden público por parte de supuestos actores armados en zona urbana del municipio de Anserma, en el Departamento de Caldas, resultaron seriamente desvirtuadas por la información consolidada en las distintas bases de datos que dispone el estado  para el control y la información de las acciones criminales que provoca el desarrollo del conflicto armado. Luego la existencia de las situaciones que supuestamente dieron lugar a los hechos no logró ser verificada ni probada pues se encuentra información sólida que descarta la presencia de grupos guerrilleros en esta zona…”   
Estos argumentos son contundentes y se refieren a los aspectos y jurisprudencia que el mismo a quo cita en su providencia, es la misma administración quien asume la carga de la prueba para comprobar la existencia o no de los hechos narrados por el actor, se nota que la accionada ha concurrido a soportar su decisión en pruebas practicadas por ella acudiendo a las bases de datos oficiales sobre el conflicto armado. 

Siendo así, no de avizora acción u omisión de la entidad accionada que implique una amenaza o vulneración de los derechos fundamentales alegados por el actor, simplemente se cumplió con consultar las pruebas, bases de datos oficiales, disponibles para el caso. Por lo tanto se denegará en amparo deprecado, previa revocatoria de la decisión impugnada,   

En mérito de lo expuesto, la Sala Dual de Decisión N°1 Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, integrada por los Magistrados JOSÉ  OVIDIO CLAROS POLANCO y JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la providencia del 31 de enero de 2012, en virtud de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, con ponencia del Magistrado ERNESTO FAJARDO CASTRO, dispuso TUTELAR los derechos fundamentales reconocidos a la población en situación de desplazamiento al señor LUIS HERNANDO SÁNCHEZ ORTEGA, para que en su defecto DENEGAR EL AMPARO DEPRECADO, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO: ORDENAR que se SURTAN las notificaciones de rigor, contenidas en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: ENVIESE a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
 JOSÉ  OVIDIO CLAROS POLANCO            JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
              Vicepresidente                                                            Magistrada

                                               YIRA LUCÍA OLARTE ÁVIILA

                                                       Secretaria Judicial

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
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